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Los instrumentos para proteger el 
presupuesto de la Unión frente a 

vulneraciones del Estado de Derecho:  
el Reglamento sobre condicionalidad en su contexto 

 
El mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho —también conocido como «Reglamento sobre 
condicionalidad»— es un nuevo instrumento que entró en vigor en enero de 2021. Permite a la Unión 
adoptar medidas cuando se produzca una vulneración de los principios del Estado de Derecho que afecte o 
amenace con afectar gravemente la buena gestión financiera del presupuesto de la Unión o la protección 
de los intereses financieros de la Unión de un modo suficientemente directo. 

Dado que hace poco que se aprobó el Reglamento sobre condicionalidad, aún quedan preguntas sin 
responder sobre su posible ámbito de aplicación. La Comisión Europea ha publicado directrices al respecto, 
pero estas dejan cierto margen para la interpretación al no existir suficiente jurisprudencia en la que basarse. 
El hecho de que hasta ahora el Reglamento se haya aplicado una única vez hace difícil extraer conclusiones 
definitivas sobre la manera en que se aplicará en el futuro. 

El estudio aborda el posible ámbito de aplicación de este nuevo mecanismo, en particular analizando cómo 
puede utilizarse como alternativa a otros instrumentos y mecanismos destinados a proteger los intereses 
financieros de la Unión, o en combinación con dichos instrumentos y mecanismos. Para ello: 

• ofrece una visión general de la configuración institucional y los procesos relacionados con la 
aplicación del mecanismo; 

• describe y analiza las sentencias del Tribunal de Justicia y las directrices de la Comisión, centrándose 
en los aspectos más relacionados con el ámbito de aplicación del Reglamento y con su puesta en 
práctica;  

Resumen 

El mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho es un nuevo instrumento que entró en vigor en 
enero de 2021. Permite a la Unión adoptar medidas cuando se produzca una vulneración de los principios 
del Estado de Derecho que afecte o amenace con afectar gravemente la buena gestión financiera del 
presupuesto de la Unión o la protección de los intereses financieros de la Unión de un modo 
suficientemente directo. El estudio que aquí se resume aborda el posible ámbito de aplicación de este 
nuevo mecanismo. En particular, analiza el modo en que puede emplearse como alternativa a otros 
instrumentos y mecanismos destinados a proteger los intereses financieros de la Unión, o en 
combinación con dichos instrumentos y mecanismos.  
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• cartografía los diversos instrumentos («niveles de protección») que ya existen para proteger los 
intereses financieros de la Unión y describe su ámbito de aplicación y eficacia mediante estudios de 
casos reales anonimizados; 

• establece una tipología de situaciones hipotéticas de vulneración del Estado de Derecho que afectan 
a los intereses financieros de la Unión y podrían entrar dentro del ámbito de aplicación del 
Reglamento sobre condicionalidad. 

Procedimiento y configuración institucional 

El mecanismo de condicionalidad no es un procedimiento que se ejecuta una única vez, sino un ejercicio 
continuo mediante el que los servicios de la Comisión llevan a cabo un seguimiento y una evaluación 
permanentes de los veintisiete Estados miembros. La Dirección General de Presupuestos de la Comisión 
ocupa un lugar central en el proceso, coordinando las aportaciones de otras direcciones generales e 
instituciones y solicitando más información cuando resulta necesario. La Oficina Europea de Lucha contra el 
Fraude (OLAF) y la Fiscalía Europea también desempeñan un papel importante, ya que a lo largo del 
procedimiento pueden poner en conocimiento de la Comisión cualquier irregularidad u otra cuestión 
pertinente. El procedimiento de condicionalidad se desarrolla en paralelo a la recogida y el análisis de datos 
para elaborar los informes anuales sobre el Estado de Derecho, una labor encabezada por la Dirección 
General de Justicia1. Los dos procesos se informan mutuamente, aunque su contenido presenta diferencias 
considerables: los informes sobre el Estado de Derecho proporcionan una evaluación general e incluyen 
capítulos sobre el pluralismo y la libertad de los medios de comunicación, o sobre el sistema de controles y 
equilibrios, mientras que el mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho se centra en 
vulneraciones de los principios del Estado de Derecho que afecten a la buena gestión financiera del 
presupuesto de la Unión.  

Otra característica importante del mecanismo es que requiere una evaluación caso por caso. La necesidad 
de adaptar el enfoque se deriva de la existencia de dimensiones específicas para cada país y para cada caso, 
que hacen imposible un proceso único. 

Otros «niveles de protección» del presupuesto de la Unión 

El Reglamento sobre condicionalidad establece que la Comisión solo puede activar el mecanismo de 
condicionalidad del Estado de Derecho si considera que los otros procedimientos establecidos en la 
legislación de la Unión no le permitirían proteger el presupuesto de la Unión de manera más eficaz. Estos 
otros procedimientos o «niveles de protección» cubren diferentes tipos de riesgos. Algunos de ellos (como 
el sistema de detección precoz y exclusión) protegen el presupuesto de la Unión ante los riesgos de 
insolvencia, negligencia, fraude o irregularidad de agentes privados (beneficiarios potenciales de fondos de 
la Unión). Sin embargo, los niveles de protección más importantes desde el punto de vista de este estudio 
—ya que pueden solaparse parcialmente con el mecanismo de condicionalidad— son los que se aplican a 
los fondos de la Unión gestionados por las autoridades nacionales (los fondos de cohesión, los fondos para 
asuntos de interior, los fondos de la política agrícola común y el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia) 
y protegen el presupuesto de la Unión ante acciones u omisiones de las autoridades públicas. 

La mayoría de estos procedimientos están concebidos para hacer frente a deficiencias que afecten a las 
autoridades nacionales encargadas de la gestión y el control de programas concretos nacionales, por lo que 
no están preparados para hacer frente a deficiencias sistémicas. Tampoco resultan efectivos para proteger 
los intereses financieros de la Unión frente al mal funcionamiento de autoridades públicas que no participen 
directamente en la gestión o el control de los fondos de la Unión. En muchos casos, antes de que algunos 

                                                             
1 Los detalles pueden consultarse aquí. 
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de estos procedimientos puedan aplicarse la Comisión debe demostrar que se ha materializado un riesgo 
para el presupuesto de la Unión, por lo que el perjuicio ya se habrá producido.  

En cambio, algunos procedimientos se aplican de manera más prospectiva y pueden utilizarse en respuesta 
a cambios generales en la legislación o decisiones administrativas a escala nacional que indiquen una 
vulneración de los principios del Estado de Derecho. Este es el caso de la condición favorable horizontal, que 
garantiza el respeto de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en la ejecución de los 
fondos de cohesión y los fondos para asuntos de interior. Esta condición favorable es una herramienta muy 
potente y se solapa parcialmente con el Reglamento sobre condicionalidad, aunque su ámbito de aplicación 
sea más reducido y solo permita suspender los pagos o la aprobación de los programas, mientras que el 
Reglamento sobre condicionalidad ofrece un mayor abanico de medidas.  

Por último, mediante el establecimiento de hitos para el MRR asociados a cuestiones relacionadas con el 
Estado de Derecho, la Unión puede animar a los Gobiernos nacionales a adoptar reformas en el ámbito de 
la independencia judicial, las medidas anticorrupción o la lucha contra el blanqueo de capitales. La eficacia 
real de este instrumento aún no se ha puesto a prueba en el momento de redactar el estudio.  

La «prueba de complementariedad»: ¿cuándo resultaría más eficaz el mecanismo de 
condicionalidad? 

El mecanismo de condicionalidad puede utilizarse como alternativa a los otros niveles de protección cuando 
exista un riesgo para el presupuesto de la Unión no cubierto (o cubierto de forma insuficiente) por las 
disposiciones que ya existían. También puede utilizarse en paralelo a la adopción de otras disposiciones, o 
después de dicha adopción, si la Comisión considera que esta aplicación acumulativa protegerá el 
presupuesto de la Unión de manera más eficaz. 

La evaluación de su eficacia relativa depende de las circunstancias concretas; en términos generales, no 
obstante, el nuevo mecanismo ofrece varias ventajas respecto a otros instrumentos a la hora de proteger el 
presupuesto de la Unión. Es el único procedimiento que protege los intereses financieros de la Unión frente 
al mal funcionamiento de la fiscalía y las autoridades judiciales. Puede utilizarse también de forma 
preventiva para responder a riesgos para el presupuesto de la Unión sin necesidad de demostrar que estos 
se han materializado. Con la salvedad de que debe respetar el principio de proporcionalidad, permite un 
nivel considerable de flexibilidad en cuanto a las medidas adoptadas. Cubre de forma más amplia los riesgos 
derivados de cambios en las legislaciones nacionales, o de decisiones administrativas a escala nacional, que 
vulneren los principios del Estado de Derecho.  

No obstante, el mecanismo de condicionalidad puede no ser siempre la solución más eficaz. En algunos 
casos, la Comisión puede concluir que el Reglamento no proporcionaría una respuesta adecuada, bien 
porque sea necesaria una respuesta rápida, bien porque no existan medidas correctoras y controlables 
claras que puedan imponerse al Estado miembro de que se trate para hacer frente a la situación.  

La espinosa cuestión del vínculo «suficientemente directo» 

Para activar el procedimiento previsto en el Reglamento sobre condicionalidad, la vulneración del Estado 
de Derecho debe afectar o amenazar con afectar gravemente el presupuesto de la Unión de un modo 
suficientemente directo. Si bien el Tribunal de Justicia ha reiterado en sus sentencias que este requisito exige 
que se acredite un vínculo «real» entre la vulneración del Estado de Derecho y el presupuesto de la Unión, 
no detalla cuándo se da ese vínculo real. Al no haber jurisprudencia en la que basarse, existen diferentes 
interpretaciones de lo que constituiría un vínculo que permita activar este mecanismo. 

En muchos casos, la presunción de que existe tal vínculo es relativamente clara: por ejemplo, cuando la 
vulneración se deriva de acciones de autoridades públicas encargadas de gestionar y controlar el uso de los 
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fondos de la Unión. Si la vulneración es cometida por autoridades públicas que no participan directamente 
en la gestión o el control de estos fondos, el método para demostrar el citado vínculo es objeto de debate. 
Una interpretación «restrictiva» exigiría que este vínculo directo se acredite mediante elementos 
probatorios inequívocos; por ejemplo, demostrando que se ha impedido a determinados jueces ocuparse 
de asuntos directamente relacionados con el uso de fondos de la Unión. Según una lectura más amplia, cabe 
aducir que no siempre hace falta que se dé este tipo de hechos incontrovertibles. Por ejemplo, podría 
argumentarse que, si hay pruebas sólidas de una falta absoluta de independencia en el poder judicial, existe 
un grave riesgo de que los casos de fraude y corrupción en el uso de los fondos de la Unión no se investiguen 
y condenen debidamente. Este debate tiene importantes repercusiones prácticas en la aplicación del 
mecanismo, y sitúa este concepto en el centro de las incertidumbres que aún rodean al Reglamento. 

Tipología de situaciones hipotéticas comprendidas en el ámbito de aplicación del 
Reglamento 

El análisis del Reglamento sobre condicionalidad, de las sentencias del Tribunal y de las directrices de la 
Comisión, así como la evaluación de los otros niveles de protección, permiten señalar diversas situaciones 
hipotéticas que pueden entrar en el ámbito de aplicación del Reglamento.  

Se trata de situaciones en las que las acciones u omisiones de las autoridades públicas indican la existencia 
de vulneraciones del Estado de Derecho que afectan al presupuesto de la Unión o a los intereses financieros 
de la Unión, y en las que es probable que el Reglamento resulte más eficaz para hacer frente a la situación 
que los niveles de protección que ya existían en el pasado. El hecho de que estas situaciones den o no lugar 
a la activación del mecanismo dependerá en gran medida de la capacidad de la Comisión para demostrar la 
existencia de un vínculo «suficientemente directo» y de una amenaza grave para el presupuesto de la Unión.  

El análisis y debate de estas diversas situaciones hipotéticas demuestra que el uso del mecanismo no debe 
limitarse necesariamente a los casos de vulneraciones sistemáticas y recurrentes de los principios del Estado 
de Derecho. El Reglamento puede utilizarse en respuesta a infracciones aisladas u ocasionales en la medida 
en que resulte más eficaz para hacerles frente que los niveles de protección existentes.  

Otro aspecto que debe tenerse en cuenta es que el uso del mecanismo no requiere necesariamente 
demostrar que las autoridades públicas hayan tenido la intención clara y explícita de vulnerar los principios 
del Estado de Derecho: ni el Reglamento sobre condicionalidad ni las sentencias del Tribunal así lo exigen. 
Nuestros estudios de casos concretos muestran situaciones en las que la vulneración no se deriva de una 
única decisión intencionada adoptada a nivel central —como la adopción de una nueva ley que ponga en 
peligro la independencia del poder judicial— sino más bien de la negligencia sistemática del nivel central a 
la hora de prevenir o sancionar decisiones arbitrarias o ilegales adoptadas por órganos administrativos de 
nivel inferior. 

Conclusiones: un mecanismo que se añade a los demás instrumentos para proteger los 
intereses financieros de la Unión 

Para concluir, nuestro estudio pretende disipar la imagen del Reglamento sobre condicionalidad como una 
especie de nueva «opción nuclear», tal como se presenta a menudo en la literatura académica y en la prensa. 
Tratarlo como un medio de último recurso y emplearlo solo en casos de amenazas sistémicas de gran calado 
para el Estado de Derecho corre el riesgo de convertirlo en un instrumento tóxico, con un umbral de 
aplicación muy elevado y unos costes políticos considerables. Este estudio tiene por objeto desmontar esa 
imagen y presentar el mecanismo como un instrumento más para proteger los intereses financieros de la 
Unión, que funciona en combinación con otros y puede emplearse para respaldar el seguimiento continuo 
que hace la Comisión de la situación del Estado de Derecho en los veintisiete Estados miembros. 
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